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SISTEMAS DE ACTUACIÓN URBANÍSTICA: EXPROPIACIÓN, COOPERACIÓN Y COMPENSACIÓN 
I. La ejecución de los Planes urbanísticos
Ejecutar un plan es llevar a cabo sus determinaciones, lo que implica una pluralidad de actividades que van desde la urbanización hasta la edificación.

La ejecución de los planes de ordenación urbana corresponde tanto a los poderes públicos como a las entidades urbanísticas especiales y a los particulares, en los términos que prevean la legislación urbanística y el planeamiento aplicable.

Ahora bien, dentro de los poderes públicos, la ejecución del planeamiento corresponde a las Comunidades Autónomas y a las Entidades Locales, sin que el Estado tenga competencias en esta materia, como señaló la sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997, y a la cual se ha acomodado la legislación estatal sobre suelo, como se desprende del Texto Refundido de la Ley de Suelo de 20 de junio de 2008.

El paso a la fase de ejecución del Planeamiento exige los siguientes presupuestos:

1 °. La existencia de un instrumento de planeamiento cuya concreción viene dada por la normativa autonómica.

Con referencia al T.R. de 1992 resultaba que en suelo urbanizable era precisa la existencia de un Plan Parcial, es decir, un Plan de detalle, mientras que en el suelo urbano, bastaba con el Plan General, que respecto de este suelo se comportaba como un auténtico Plan Parcial al establecer una ordenación detallada.

2°. La delimitación de la unidad territorial sobre las que va a desarrollar la ejecución del planeamiento denominada en los textos legales una veces unidad de ejecución y otras polígono o unidad de actuación.

Polígono es la superficie sobre la que se lleva a cabo la ejecución de un Plan General. Se trata de un término equivalente al de Unidad de Actuación Urbanística, que es el área constituida por uno o varios inmuebles y cuyo proyecto de delimitación debe quedar explícito en un plan parcial. La idea de polígono como unidad territorial con capacidad suficiente para la justa distribución de beneficios y cargas derivados del planeamiento es perfectamente válida para las unidades de actuación, siendo ambos conceptos similares. En efecto, la línea de distinción es muy tenue; para la doctrina sus límites son prácticamente inexistentes y el único criterio diferenciador sería el de la magnitud del territorio incluido dentro de su perímetro, mayor en los polígonos y más reducido o básico en tas unidades de actuación, por eso parece acertado que el T.R. de 1992 refundiese estos dos conceptos bajo la denominación de unidades de ejecución.

La urbanización de los polígonos o unidades de actuación urbanística debe perseguir como objetivos fundamentales: 1. Promoción del uso racional del suelo; 2. Cumplimiento de las Normas Urbanísticas contenidas en el correspondiente Plan General de Ordenación Urbana/Plan de Ordenación del Territorio; y 3. Reparto de cargas y beneficios entre los propietarios del suelo.

Delimitada la unidad de ejecución, la actuación urbanística exige la aplicación de una serie de procesos ordenados que se denominan sistemas de actuación.

II. Los sistemas de actuación urbanística

El Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana aprobado por el Real Decreto Legislativo de 26 de junio de 1992 diseñaba tres sistemas diferentes de ejecución de los planes: sistema de compensación, sistema de cooperación y sistema de expropiación. La Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo, citada, ha declarado inconstitucionales una gran parte de los preceptos que los regulaban, por entender que la competencia venía atribuida a las Comunidades Autónomas. Y el Texto Refundido de la Ley de Suelo de 20 de junio de 2008 ha derogado el Texto Refundido de 1992. Ahora bien, como las Comunidades Autónomas han regulado los sistemas de actuación urbanística en forma similar a la norma estatal, cabe exponer sus líneas generales, sin perjuicio del uso que se haga en cada CCAA del llamado urbanismo concertado, y la posible ampliación, como veremos posteriormente de los sistemas de ejecución posibles. Cada vez es mayor la tendencia a establecer sistemas mixtos y sobre todo los convenios urbanísticos, por los que la AAPP acuerdan con los particulares el sistema de actuación concertado por el que actuarán, que en todo caso cumplirán los requisitos generales de la ejecución urbanística, si bien hay que recordar en todo caso que el art.3.1 LSuelo establece que “la ordenación territorial y urbanística son funciones públicas no susceptibles de transacción”.
1. El sistema de Expropiación

Este sistema de actuación urbanística consiste en la expropiación de todos los bienes y derechos incluidos en la unidad de ejecución, y se agota con la aplicación del instituto expropiador a todo un polígono o unidad de ejecución.

La ejecución del plan por el sistema de expropiación supone la eliminación "ab initio" de la iniciativa de los particulares y la asunción consiguiente por la Administración actuante del protagonismo exclusivo del proceso, bien mediante gestión directa por ella misma, o bien por cualesquiera de las demás formas de gestión previstas en la legislación de Régimen Local, incluida la concesión (artículo 114.2 del Texto Refundido de 1976).

Por todo ello cierto sector doctrinal considera que no es un verdadero sistema de actuación urbanística, sino una modalidad de expropiación por razón de urbanismo.

La concesión de que se trata en estos casos (que se otorga mediante concurso público con arreglo al procedimiento de contratación aplicable en razón de la Administración actuante: artículo 212.1 del Reglamento de Gestión Urbanística) es una típica concesión de obra, aunque ni la legislación urbanística, ni el Reglamento de Gestión Urbanística, la califiquen expresamente de tal.

El Reglamento de Gestión Urbanística precisa a este respecto los términos a los que habrán de ajustarse las bases del concurso, en las que deben precisarse las obras e i instalaciones que el concesionario ha de ejecutar, las que debe entregar a la Administración concedente y el plazo en que ha de hacerlo, las que él mismo podrá explotar durante un plazo no superior a treinta años, y las tarifas que podrá percibir del os usuarios, las condiciones determinantes de la fijación del precio de venta de los solares resultantes, el canon concesional que el titular de la concesión habrá de abonar a la Administración, etc. (artículo 212).

La operación expropiatoria previa, característica de este sistema, ha de dar lugar al pago de un justiprecio que se determinará en función de los criterios establecidos en el Texto Refundido de la Ley de Suelo de 20 de junio de 2008, que prevé que siempre que haya acuerdo              

con el expropiado la Administración puede satisfacer el justiprecio en especie (artículo 30.1), lo que evidentemente resultará beneficioso para el interés público en la medida en que evita detraer capital de un sector que requiere grandes inversiones. Este pago en especie no está previsto en algunas legislaciones autonómicas, lo que genera alguna conflictividad, como en los casos en que se mantiene el sistema coactivo de ocupación directa como medio de obtención de terrenos dotacionales. Los arts.39 y 44 NCRH se refieren expresamente a la inscripción de esta forma de pago.


Es de destacar la redacción del art.31.2 TRLS de 20-6-2008 por el cual se establece que en caso de surgir duda sobre si existen fincas registrales no tenidas en cuenta en el expediente expropiatorio, se pondrá esto en conocimiento de la AAPP actuante sin perjuicio de que se practique la inscripción. Esta cuestión se preveía en el decreto de normas complementarias sólo para el supuesto de tasación conjunta, pero en tanto que la norma de la LS no distingue podría pensarse que se establece igual para la tasación individual.


También se regulan en el TRLS el derecho de reversión y el novedoso concepto de la retasación (art.34TRLS), para los casos en que se altere el uso o edificabilidad del suelo, en virtud de una modificación del instrumento de ordenación territorial y urbanística que no se efectúe en el marco de un nuevo ejercicio pleno de la potestad de ordenación y suponga un incremento del valor conforme a los criterios aplicados en su expropiación, correspondiendo al expropiado la diferencia de valor resultante de la actualización del justiprecio.
2. El sistema de Cooperación

Se le puede definir como "aquel sistema en el que los propietarios aportan el suelo de cesión obligatoria y la Administración ejecuta las obras de urbanización con cargo a los mismos".

Las notas características de este sistema son las siguientes:

1) El sistema de cooperación es un sistema de actuación mixto, en el que intervienen, de un lado, la Administración, que dirige todo el proceso, redactando todo el proyecto de reparcelación y ejecutando las obras de urbanización y, de otro, los propietarios.

2) Las obras de urbanización, aunque son costeadas por los propietarios, son ejecutadas por el Ayuntamiento, si bien aquéllos pueden colaborar con ésta mediante la constitución de una Asociación administrativa de cooperación.

3) Los terrenos destinados por el planeamiento a viales, espacios libres, zonas verdes y dotaciones públicas de carácter local al servicio de la unidad de ejecución (polígono o unidad de actuación), así como los destinados a la ejecución de los sistemas generales que el planeamiento, en su caso, incluya o adscriba a dicho ámbito, serán aportados obligatoria y gratuitamente por los propietarios.

La aplicación del sistema de cooperación exige la reparcelación de los terrenos comprendidos en el polígono o unidad de actuación. Siguiendo el orden del programa estudiaremos posteriormente la reparcelación.

3. Sistema de compensación

1) Concepto

Según el Reglamento de Gestión Urbanística (R.G.U.), "el sistema de compensación tiene por objeto la gestión y ejecución de la urbanización de un polígono o unidad de actuación por los mismos propietarios del suelo comprendido en su perímetro con solidaridad de beneficios y de cargas" (artículo 157.1).

2) Iniciación del sistema

Una vez delimitada la unidad de ejecución (polígono o unidad de actuación) o aprobado definitivamente el Plan que establezca la ejecución por el sistema de compensación, los propietarios que representen al menos el 60 por ciento del polígono o unidad de ejecución, o el coeficiente establecido en cada Comunidad Autónoma (que es generalmente el 50 por ciento), presentarán a la Administración actuante en el plazo de tres meses los correspondientes Proyectos de Estatutos y Bases de Actuación de la futura Junta de Compensación.

Los Estatutos y las Bases de Actuación son los documentos formales legitimadores de las Juntas de Compensación. Se diferencian en que mientras los Estatuto tienen por objeto la regulación del régimen de organización y funcionamiento interno de la futura Junta de Compensación, las Base regulan cuestiones de orden técnico, tales como los criterios para valorar las fincas aportadas y las de resultado; los derechos reales y personales; las edificaciones, obras, plantaciones e instalaciones; la contratación de las obras de urbanización, etc. (artículos 166 y 167 del RGU).
3) Aprobación inicial y definitiva de los proyectos de Estatutos y Bases de actuación

El Ayuntamiento aprueba inicialmente, primero, los proyectos de Estatutos y de Bases en el plazo de tres meses a contar desde su presentación, concede después audiencia a los propietarios por quince días hábiles y procede finalmente, a la aprobación definitiva, que se entenderá concedida por silencio positivo si transcurren tres meses desde la aprobación inicial sin que se hubiera comunicado la resolución expresa. 
Finalmente se procede a la inscripción en el RP del acto administrativo por el cual se apruebe definitivamente el proyecto de reparcelación en la forma y con los requisitos que determina el art.2 RD Normas complementarias al Reglamento Hipotecario sobre inscripción de actos urbanísticos en el RP.
4) Constitución de la Junta de Compensación en escritura pública 
Una vez producida la aprobación definitiva, la Administración requiere a los propietarios para que otorguen la escritura de constitución de la Junta de Compensación

En la escritura pública deberá constar: a) Relación de los propietarios y, en su caso, empresas urbanizadoras; b) Relación de las fincas de las que son titulares; c) Personas que hayan sido designadas para ocupar cargos del órgano rector, incluido el representante municipal; y d) acuerdo de constitución (art.163.4 RGU).
Copia autorizada de la escritura de constitución de la Junta (y, en su caso, de tas adhesiones) se trasladará al Ayuntamiento actuante quien adoptará, si procede, acuerdo aprobatorio en el plazo de treinta días. Aprobada la constitución el órgano actuante elevara el acuerdo junto con la copia autorizada de la escritura al órgano competente de la Comunidad Autónoma respectiva, para su inscripción en el Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras existente en la respectiva Comunidad Autónoma (artículo 163.7 del R.G.U.), en cuyo momento adquiere personalidad jurídica

5) Relaciones internas entre la Junta y sus miembros

La aportación a la Junta por cada propietaria de los terrenos de que son titulares no es preciso que se traduzca en la transmisión del pleno dominio de los mismos (aunque puede acordarse así), sino simplemente de la titularidad fiduciaria, que, en principio, es suficiente para permitir a la Junta actuar por sustitución de sus miembros y disponer de los terrenos para el cumplimiento de sus fines institucionales (en concreto, para ponerlos a disposición de quienes hayan de ejecutar materialmente la urbanización y, en su caso, la edificación, y para entregar a la Administración los de cesión obligatoria y las obras e instalaciones que sean de cargo de los propietarios -artículo 177 del R.G.U.-).

En todas las relaciones entre la Junta y sus miembros rige el principio de mayoría (normalmente simple, para los asuntos ordinarios de mera gestión, o cualificada, para los de mayor trascendencia) en los términos que se precise en los Estatutos.

6) La mecánica operativa del sistema 
El sistema de compensación que la Junta protagoniza comporta;
1°. La distribución de los beneficios y cargas derivados de la ordenación urbanística entre los propietarios de la unidad de ejecución incorporados a la Junta. Ello exige la elaboración y aprobación de un proyecto de compensación.

 2°. La cesión a la Administración actuante de los terrenos de cesión obligatoria.

3°. La ejecución de las obras de urbanización para transformarlos terrenos en solares susceptibles de edificación

a) Elaboración del Proyecto de Compensación

Corresponde a la Junta de Compensación formular un proyecto de compensación de acuerdo con los términos establecidos en las Bases de Actuación. El Proyecto tendrá las determinaciones siguientes: 
-. Descripción de las propiedades antiguas, según los títulos aportados, con las correcciones procedentes, y, en defecto de títulos, según planos. Se expresarán las cargas y gravámenes, condiciones, sustituciones y demás derechos que las afecten; el respectivo propietario, si fuera conocido, la cuantía de su derecho en el proyecto de compensación, y el criterio utilizado para definirlo y cuantificarlo.

-. Descripción de las fincas resultantes, incluyendo, en su caso, las que corresponden a la Administración adjudicataria del 10 por 100 del aprovechamiento medio -o el porcentaje que determine cada Comunidad Autónoma- , titulares a quienes se adjudiquen y concepto en que lo fueren. Se expresará respecto de cada finca la antigua a la que corresponda o el derecho que da lugar a la adjudicación; así como las cargas y gravámenes, condiciones, sustituciones y demás derechos que las afecten, por no ser incompatibles con el planeamiento.

-. Localización de los terrenos de cesión obligatoria y de las reservas que establezca el plan.

-. Superficies o parcelas que la propia Junta se reserve, en su caso, para enajenarlas directamente, con el fin de sufragar los gastos previstos de la urbanización.

-. Compensaciones en metálico, si fuesen procedentes por diferencias en las adjudicaciones (artículo 172 del

R.G.U.).
El proyecto en cuestión ha de ser aprobado por la Junta, previa audiencia de todos los propietarios, por mayoría de sus miembros que represente 2/3 de las cuotas de participación, tras la cual se somete a la aprobación definitiva de la Administración actuante.

La aprobación definitiva del proyecto de compensación por el órgano actuante produce los mismos efectos jurídicos que la aprobación definitiva del proyecto de reparcelación, a saber:

1. Transmisión a la Administración correspondiente, en pleno dominio y libre de cargas, de todos los terrenos de cesión obligatoria para su incorporación al Patrimonio Municipal del suelo o su afección a los usos previstos en el planeamiento.

Ahora bien, viene siendo práctica frecuente que las cesiones de terrenos se sustituyan por una compensación en metálico. Esta práctica ha sido aceptada por el Tribunal Supremo que ha declarado que es perfectamente legítima.
2. Subrogación con plena eficacia real, de las antiguas por las nuevas parcelas, siempre que quede claramente establecida la correspondencia entre unas y otras (artículo 122.1 del R.G.U.).

3. Afección real e las parcelas adjudicadas al cumplimiento de las cargas y pago de los gastos inherentes al sistema de actuación.

b) Responsabilidad de la Junta y de sus miembros

El incumplimiento por los miembros de la Junta de Compensación de las obligaciones y cargas impuestas por la Ley y desarrolladas en el R.G.U.; incluso cuando el incumplimiento se refiera a los plazos para cumplir dichos deberes y carga habilitará al Ayuntamiento para expropiar sus respectivos derechos a favor de la Junta de Compensación, que tendrá la condición jurídica de beneficiaria (artículo 181.1 del R.G.U.).

Cuando el incumplimiento consista en la negativa o retraso en el pago de las cantidades adeudadas a la Junta, ésta podrá optar entre solicitar al Ayuntamiento la aplicación de la expropiación al miembro moroso o interesar de la misma el cobro de la deuda por la vía de apremio. Estas cantidades se entregarán por el Ayuntamiento a la Junta de Compensación (artículo 181.2).

No podrá instarse ninguno de los procedimientos anteriores hasta transcurrido un mes desde el requerimiento de pago efectuado por la Junta de Compensación.

El pago de las cantidades adeudadas a la Junta, con los intereses y recargos que procedan, realizado en cualquier momento anterior al levantamiento del acta de ocupación, dará lugar a la cancelación del expediente expropiatorio.

La Junta de Compensación será directamente responsable, frente al Ayuntamiento, de la urbanización completa de la unidad de ejecución (polígono o unidad de actuación) y, en su caso, de la edificación de los solares resultantes, cuando así se hubiere establecido, y de las demás obligaciones que resulten del Plan de ordenación, de las Bases de actuación o del R.G.U. (artículo 182.1 del R.G.U.).

La ejecución del Plan por el Agente Urbanizador

A estos tres sistemas básicos, que como hemos dicho, la legislación autonómica ha recogido con pequeñas variantes, la Ley Valenciana de 15 de noviembre de 1994 (hoy sustituida por la Ley 16/2005, de 30 de diciembre, urbanística de Valencia) añadió uno nuevo, a saber: la ejecución del plan por un agente urbanizador, que no tiene que ser necesariamente propietario de terrenos, al que la Administración adjudica un programa de actuación determinado por ella adoptado, bien de oficio, bien a través de un procedimiento de proyectos en competencia. Otras Comunidades Autónomas han adoptado sistemas de actuación urbanística similares, como en Castilla-La Mancha, Madrid o Canarias, ésta a través de la figura de la ejecución empresarial, que puede desarrollarse a través de persona física o compañía mercantil.

El vigente Texto Refundido de la Ley de Suelo de 10 de junio de 2008viene a reconocer este sistema de ejecución del planeamiento, cuando dispone con carácter general que "la legislación sobre ordenación territorial y urbanística regulará el derecho de iniciativa de los particulares, sean o no propietarios de los terrenos, en ejercicio de la libre empresa, para la actividad de ejecución de la urbanización cuando ésta no deba o no vaya a realizarse por la propia Administración competente" (artículo 6.a)]. Cualquier persona puede, en consecuencia, presentar ante la Administración un concreto proyecto de actuación, referido a uno cualquiera, acompañando la correspondiente proposición económica expresiva de las condiciones en que pretende proceder a su desarrollo.

A partir de esta iniciativa, la Administración abre un plazo para la presentación de proyectos en competencia, procedimiento que termina con la elección de un empresario que se compromete a realizar las obras de urbanización contempladas en el proyecto aprobado por la Administración soportando los costes correspondientes, que le serán compensados bien en terrenos, bien en metálico por los propietarios de terrenos edificables en el ámbito o sector correspondiente que voluntariamente decidan sumarse al proceso.

A esto exactamente es a lo que se refiere el Texto Refundido de la Ley de Suelo de 20 de junio de 2008 cuando, al definir el contenido del derecho de propiedad del suelo, incluye entre las facultades que lo integran la de participar en la ejecución de las actuaciones de urbanización en un régimen de equitativa distribución de beneficios y cargas entre todos los propietarios afectados en proporción a su aportación [articulo 8.1.c)].
Los propietarios pueden decidir libremente si ejercitan o no esta facultad, a cuyos efectos ha de dárseles conocimiento de la adjudicación del proyecto de actuación, de la carga que conlleva su ejecución y de los criterios con arreglo a los cuales se procederá a su distribución y a otorgárseles un plazo para estudiar los términos de la operación, plazo que no podrá ser inferior a un mes.

A los propietarios que renuncien a participar se les expropiarán sus terrenos, que por encontrarse en situación rural serán tasados mediante la capitalización de la renta, real o potencial, que en esa situación producen o pueden producir [artículo 23.1.a)].
Éste es, en último término, el alcance real de la Ley de Suelo de 28 de mayo de 2007, hoy Texto Refundido de 20 de junio de 2008. Antes de la Ley de Suelo de 2007 el agente urbanizador, beneficiario de la expropiación de los terrenos de los propietarios que decidían no sumarse al proyecto, tenía que pagar a éstos un justiprecio basado en la clasificación de dichos terrenos como suelo urbanizable, ahora, en cambio, sólo tiene que pagarles lo que resulte de la renta agrícola, ganadera o forestal que estos terrenos son susceptibles-de producir. La plusvalía generada por el planeamiento era compartida antes de la Ley de Suelo de 2007, por el agente urbanizador y por los propietarios; ahora, se le atribuye a aquél la parte que correspondía a éstos.
ACTUACIONES SOBRE EL MEDIO URBANO PREVISTAS EN EL TITULO II (ARTS.7-19) DE LA LEY 8/2013 DE REHABILITACIÓN Y REGENERACIÓN Y RENOVACIÓN URBANA

Aunque no se trate de una actuación urbanística propiamente dicha, en tanto que no tiene por resultado la transformación del suelo rural en urbanizado realizando el planeamiento, dado el desarrollo casi paralelo y su finalidad, (el desarrollo sostenible del medio urbano), ya prevista en el TRLey del Suelo, del que en este aspecto parece ser desarrollo la ley 8/2013 debemos referirnos, aunque sea brevemente, a esta materia en este tema.

Son aquéllas que tienen por objeto realizar obras de rehabilitación edificatoria, cuando existan situaciones de insuficiencia o degradación de los requisitos básicos de funcionalidad, seguridad y habitabilidad de las edificaciones, y de regeneración o renovación urbana cuando afecten tanto a edificios como a tejidos urbanos, pudiendo llegar a incluir obras de nuevas edificaciones en sustitución de edificios previamente demolidos.

Sujetos obligados son aquellos a los que la legislación de ordenación territorial y urbanística atribuya dicha obligación y los siguientes (en extracto):

        a) Los propietarios y los titulares de derechos de uso otorgados por ellos, en la proporción acordada en el correspondiente contrato o negocio jurídico que legitime la ocupación. En su defecto, las obras por reparaciones menores derivadas del uso diario corresponderán al titular del uso. Cabe pacto al respecto inscrito en el Registro de la Propiedad.

        b) Las comunidades de propietarios y las cooperativas de viviendas, con respecto a los elementos comunes, sin perjuicio del deber de los propietarios individuales de contribuir a los gastos en los términos de los estatutos.

        c) Las Administraciones Públicas.

      La iniciativa podrá partir de las Administraciones Públicas, las entidades públicas adscritas o dependientes de las mismas y los propietarios. Serán prioritarias las medidas que procedan para eliminar situaciones de infravivienda, para garantizar la seguridad, salubridad, habitabilidad y accesibilidad universal y un uso racional de la energía, así como aquellas que, con tales objetivos, partan de la iniciativa de los propios particulares.

      Se establecen una serie de reglas básicas para la ordenación y ejecución de las actuaciones:
        - Si hay necesidad de alterar la ordenación urbanística vigente, se observarán los trámites procedimentales requeridos por la legislación aplicable para realizar la correspondiente modificación, la cual podrá prever la aprobación simultánea.

        - Si lo anterior no es preciso, se hará una delimitación y aprobación de un ámbito de actuación conjunta, o la identificación de la actuación aislada que corresponda, a propuesta de los sujetos obligados y a elección del Ayuntamiento.

        - El acuerdo administrativo que las autorice garantizará la realización de las notificaciones requeridas, el trámite de información al público cuando éste sea preceptivo, conteniendo, un avance de la equidistribución que sea precisa y el plan de realojo temporal y definitivo, y de retorno a que dé lugar, en su caso.

        - Se prevé la posibilidad de ocupar las superficies de espacios libres o de dominio público que resulten indispensables e, incluso, de otros espacios sobre los que se deban realizar obras para reducir al menos, en un 30 por ciento la demanda energética anual de calefacción o refrigeración del edificio.

        - Se requerirá una memoria que asegure su viabilidad económica
 

El cumplimiento de estas reglas conlleva:
        a) la declaración de la utilidad pública o, en su caso, el interés social, cara a expropiaciones, venta y sustitución forzosas de los bienes y derechos, y su sujeción a los derechos de tanteo y retracto a favor de la Administración actuante.

        b) legitima la ocupación de las superficies precisas.

        c) la aprobación definitiva es causa suficiente para que se establezca una cesión de uso del vuelo por el tiempo en que se mantenga la edificación o, en su caso, su recalificación y desafectación, con enajenación posterior a la comunidad de propietarios correspondiente, siempre que resulte inviable técnica o económicamente cualquier otra solución y quede garantizada la funcionalidad del dominio público correspondiente.

        d) marca el inicio de las actuaciones a realizar      
 La conformidad o autorización administrativas correspondientes a cualesquiera de las actuaciones referidas, determinará la afección real directa e inmediata, por determinación legal, de las fincas constitutivas de elementos privativos de regímenes de propiedad horizontal o de complejo inmobiliario privado, cualquiera que sea su propietario, al cumplimiento del deber de costear las obras.

      La afección real se hará constar mediante nota marginal en el Registro de la Propiedad, con constancia expresa de su carácter de garantía real y con el mismo régimen de preferencia y prioridad establecido para la afección real al pago de cuotas de urbanización en las actuaciones de transformación urbanística.

       Las AAPP podrán utilizar todas las modalidades de gestión directa e indirecta admitidas por la legislación.
        - En la expropiación, no será preciso el consentimiento del propietario para pagar el correspondiente justiprecio expropiatorio en especie, cuando el mismo se efectúe dentro del propio ámbito de gestión y dentro del plazo temporal establecido para la terminación de las obras correspondientes. La liberación de la expropiación no tendrá carácter excepcional, y podrá ser acordada discrecionalmente por la Administración actuante, cuando se aporten garantías suficientes sobre el cumplimiento de sus obligaciones, por parte del propietario liberado. [esto también tenedlo en cuenta al hablar en hipotecario de la inscripción de los bienes adquiridos por expropiación urbanística y en relación al urbanismo reflejado en el RP y con lo dicho anteriormente al hablar del sistema de expropiación]
        - En la ejecución subsidiaria a cargo de la Administración Pública, ésta sustituirá al titular o titulares del inmueble, asumiendo la facultad de edificar o de rehabilitarlos con cargo a aquéllos.

        - La Administración, en los dos casos anteriores, como cuando la iniciativa fue pública, podrá optar por ejecutar las obras directamente o por convocar un concurso público. Para poder participar los propietarios, han de constituir previamente una asociación administrativa que se regirá por lo dispuesto en la legislación de ordenación territorial y urbanística, en relación con las Entidades Urbanísticas de Conservación.


Se establece a su vez un derecho de realojamiento y retorno en favor de los ocupantes legales del inmueble que sea objeto de estas actuaciones, cuando constituyan su vivienda habitual.



El art.15 enumera los sujetos legitimados para actuar estableciendo que siempre que sea posibles, esta participación se realizará en un régimen de equidistribución de beneficios y cargas, enumerando las facultades que se les atribuyen, y entre ellas:
a) Plena capacidad jurídica para todas las operaciones, incluidas las crediticias, relacionadas.

      b) Constituirse en asociaciones administrativas, como fiduciarias con pleno poder dispositivo sobre los elementos comunes del correspondiente edificio o complejo inmobiliario y las fincas pertenecientes a los propietarios miembros de aquéllas, sin más limitaciones que las establecidas en sus correspondientes estatutos.

      c) Constituir un fondo de conservación y de rehabilitación.

      d) Otorgar escrituras públicas de modificación del régimen de propiedad horizontal        
e) Ser beneficiarios de expropiaciones.
LOS SISTEMAS DE ACTUACIÓN URBANÍSTICA EN LAS DIFERENTES COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Las Comunidades Autónomas no se han limitado a reproducir la legislación estatal, si no que innovan y adecuan a sus respectivas necesidades el ordenamiento urbanístico, modificando entre otras cuestiones, los sistemas de ejecución del planeamiento incorporando nuevos sistemas de ejecución, que en su mayoría suponen una mayor intervención administrativa.
La Comunidad Valenciana y la Comunidad de Castilla-La Mancha prescinden del sistema de compensación y han adoptado un régimen de ejecución del planeamiento que se aparta totalmente de los sistemas tradicionales y la Comunidad de las Islas Baleares que nada regula respecto al sistema de compensación, por lo que será de aplicación la legislación supletoria del Estado, en esta materia.

El resto de las Comunidades Autónomas mantienen los tres sistemas clásicos de ejecución: Compensación, Cooperación y Expropiación, si bien algunas comunidades: Andalucía, Aragón, Castilla y León, Canarias, Cantabria, Cataluña, Extremadura, Navarra, los han complementado con otros sistemas de ejecución y han introducido en su legislación urbanística determinadas características propias.

Ante la imposibilidad de estudiar la legislación de todas y cada una de las Comunidades Autónomas, haremos mención de las que presentan mayores novedades. Así:

* Castilla-La Mancha

En esta Comunidad, la Ley de Ordenación del Territorio y la Actividad Urbanística 2/1998, de 4 de junio (cuyo Texto Refundido ha sido aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 28 de diciembre), introduce en el proceso de ejecución del planeamiento una metodología innovadora. En la exposición de motivos de la Ley del Suelo de Castilla-La Mancha, se manifiesta que la Ley aborda la separación entre la esfera de actuación pública y privada.

Y es que en efecto, la actividad administrativa de ejecución podrá gestionarse de forma directa e indirecta, mediante concesión a un urbanizador. El urbanizador funciona como un agente gestor por adjudicación de la ejecución de un Programa de Actuación Urbanizadora. El urbanizador, que podrá ser o no propietario de suelo, es el agente responsable de ejecutar la correspondiente actuación urbanizadora por cuenta de la Administración actuante y según el convenio estipulado, seleccionado en pública competencia al aprobar el correspondiente Programa de Actuación Urbanizadora. El urbanizador podrá en cualquier momento y en escritura pública y previa automación, ceder su condición en 'favor de tercero que se subrogue en todas sus obligaciones ante la Administración actuante.

En cuanto a las relaciones entre el urbanizador y los propietarios:

a) El urbanizador deberá soportar la totalidad de los gastos derivados de la urbanización, en la medida en que le sean compensados mediante retribución en terrenos edificables o en metálico por los propietarios de terrenos edificables resultantes de la actuación urbanizadora.

b) Los propietarios podrán cooperar con el urbanizador mediante la aportación de sus fincas originarias sin urbanizar y con arreglo a las dos modalidades genéricas siguientes:

1) Abonando en metálico y como retribución en favor del urbanizador su cuota parte de las cargas de la urbanización y garantizando esta deuda, para recibir a cambio las parcelas urbanizadas que le correspondan de acuerdo con el Programa.

2) Contribuyendo proporcionadamente a los gastos de urbanización mediante cesión de terrenos edificables. En este caso les corresponderá recibir, libre de cargas, menor superficie de solar que en la modalidad anterior, constituyendo la diferencia la retribución del urbanizador.

Los propietarios que expresamente declinen cooperar, por entender inconveniente el desarrollo urbanístico de sus terrenos, podrán renunciar a ello si piden, mediante solicitud formalizada en documento público y presentada antes del acuerdo aprobatorio del Programa de Actuación Urbanizadora, la expropiación y el pago según el valor que corresponda legalmente al suelo. En este caso el acuerdo aprobatorio del Programa de Actuación Urbanística determinará la incoación del expediente de determinación del justiprecio para la finca correspondiente.

La gestión directa admite cuatro formas de gestión, denominadas: "Gestión directa propia y cooperativa", "Convenios interadministrativos de colaboración", "Consorcios Urbanísticos" y "Delegación intersubjetiva de competencias".

* Valencia

Más que establecer un nuevo o diferente sistema de actuación, la Comunidad Valenciana, en la Ley 6/1994, de 15 de noviembre, Reguladora de la Actividad Urbanística, instituye la "figura del Urbanizador" como elemento que rompe el enfrentamiento entre propietario y Administración para ejecutar el planeamiento mediante la simbiótica colaboración de tres sujetos: la Administración actuante, el Urbanizador y el Propietario.

El Urbanizador es una persona, pública o privada, que asume, voluntariamente, la responsabilidad pública de promover la ejecución de una actuación urbanizadora sin que se le exija la adquisición del terreno, ni civilmente ni por expropiación. Para ello el Urbanizador no necesita ser el propietario civil de los terrenos ni ha de convertirse en propietario de los solares resultantes. Tal papel puede ser asumido por la propia Administración, supuesto que nos indica que nos hallamos ante un caso de actividad urbanística en régimen de gestión directa. Asimismo, la ley puede asignar dicho papel a una empresa privada, en cuyo caso, estaremos ante la gestión pública indirecta de la actuación.

La Ley de la Comunidad Valenciana 16/2005, de 30 de diciembre, que deroga la anterior Ley 6/1994, continúa en la misma línea, aunque regulando con más precisión la figura del Agente urbanizador y tratando de resolver uno de los problemas que más conflictos habían generado en las relaciones jurídicas entre el urbanizador y los propietarios del suelo a propósito de las edificaciones consolidadas que se ven afectadas por la aprobación y posterior ejecución de programas de actuación integrada. La vigente Ley ha diseñado para tales situaciones un especial régimen jurídico destinado a mantener la integridad del patrimonio inicial de tales propietarios, minorando los costes de urbanización de manera que tales propietarios sólo tendrán que hacer frente al coste derivado de las mejoras y de los nuevos servicios implantados con la ejecución del programa.
Esta figura del concesionario o agente urbanizador ha sido recogida, con matizaciones, en bastantes de las legislaciones autonómicas que han sido aprobadas en los últimos años.

· Navarra

La Ley Foral 7/1987, introdujo el llamado sistema de ejecución forzosa que es un sistema híbrido entre el Sistema de compensación y el de cooperación, encaminado esencialmente a la ejecución de los sistemas generales de la ordenación urbanística que, previstos en el planeamiento, resulten necesarios para la ejecución de la unidad de que se trate. Ha sido también recogido en la vigente Ley Foral 35/2002 de 20 de diciembre.

· Cataluña

La Ley de Urbanismo de 14 de marzo de 2002 (cuyo Texto Refundido ha sido aprobado por Decreto Legislativo 1/2010 de 3 de agosto por el que se aprueba el texto refundido de la ley de urbanismo) establece dos sistemas de ejecución del planeamiento: Reparcelación y Expropiación. El sistema de Reparcelación incluye cuatro modalidades: Compensación básica, Compensación por concertación, Cooperación, y Sectores urbanización prioritaria.

El sistema de compensación básica se configura como un sistema de compensación tradicional, con la particularidad de que también se reduce el quórum necesario para la aplicación del sistema. Se limita a propietarios que representen más del 50% de la superficie del suelo comprendido en el polígono de actuación objeto de reparcelación (artículo 124.3). Disminución del coeficiente de participación que ya se ha establecido, con anterioridad en la legislación urbanística de varias de las Comunidades Autónomas.

Para que tenga lugar el sistema de compensación por concertación se requiere que propietarios que representen más del 25% de la superficie total del sector del planeamiento o polígono de actuación y, en su caso, de los sistemas generales adscritos, previa concierto con el Ayuntamiento, se constituyan en Junta de Compensación (artículo 129).

El concepto se configura como un convenio urbanístico, formalizado en documento público. En él se ha de disponer: la concesión por concurso, que ha de contener el proyecto de bases correspondiente, en el que se ha de especificar los documentos que ha de redactar la persona concesionaria y que, simplificando, puede sistematizarse como elementos esenciales el proyecto de tasación conjunta, el proyecto de reparcelación, junto con el avance del presupuesto de ejecución (artículo 130, números 1 a 5).

· Aragón
La Ley 5/1999, de 25 de marzo, ha sido sustituida por la ley 3/2009 de 17 de junio, cuya primera redacción se mantendrá vigente hasta el 6-8-2013 y que será sustituida por la nueva redacción consecuencia de la ley 4/2013 de 23 de mayo que introduce entre otros aspectos la regulación relativa a las actuaciones de rehabilitación urbana. En cualquier caso distingue dos modalidades en los sistemas de actuación urbanística que denomina: directa e indirecta. La ejecución directa comprende dos sistemas: el de expropiación y el de cooperación. Y la ejecución indirecta admite tres modalidades: compensación, y por agente urbanizador, no haciéndose mención actualmente como en la norma original a la ejecución forzosa y concesión de la obra urbanizadora

En el sistema de compensación la Ley Aragonesa rebaja el quórum mínimo establecido en la Ley estatal reduciéndolo a propietarios que presenten a más de la mitad de la superficie del suelo. Se unifica la terminología al referirse al proyecto mediante el cual se distribuyen los beneficios y cargas del planeamiento designándolos en todos los sistemas como "Proyecto de Reparcelación".

*  Madrid 
Los sistemas de ejecución del planeamiento en la Comunidad de Madrid se rigen por la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid, modificada parcialmente por la Ley 14/2001, de 26 de diciembre de Medidas Fiscales y Administrativas de la propia Comunidad y por la Ley 3/2007, de 26 de julio.

Como aspectos más importantes en orden a los sistemas de actuación podemos mencionar:

Se reconoce un protagonismo importante a la iniciativa privada y así en su Exposición de Motivos de la Ley, punto V., tras manifestar que se concibe la actividad urbanística. como una función pública cuya titularidad y responsabilidad corresponde a las Administraciones públicas, precisa, que la condición de función pública no significa necesariamente la gestión directa por la Administración competente. Antes al contrario, por sus características el urbanismo demanda el fomento y la promoción, al máximo posible, de la iniciativa privada.

Se desprograma el planeamiento urbanístico y, en cambio, se programa la gestión y ejecución urbanística, que consiste en la ejecución del planeamiento en régimen de exclusividad por parte de los propietarios durante los siguientes plazos: un año en el suelo con ordenación pormenorizada y, dos años en el suelo sin ordenación pormenorizada. Transcurridos dichos plazos se abre la posibilidad de concurrencia en régimen de competencia con uno o más promotores interesados en su desarrollo (artículos 104, 109 y siguientes).

En el sistema de compensación se reducen los trámites administrativos y se simplifica el procedimiento, estableciéndose dos modalidades: Ejecución directa y Ejecución por adjudicatario de concurso. (los artículos que regulan esta materia en la ley original han sido derogados por la ley de 26 de julio de 2007)
En la ejecución directa se reduce el quórum necesario para la aplicación del sistema a propietarios que representen al menos el 50% de la superficie total del ámbito de actuación, sector o unidad de ejecución (artículo 104).

La Ley 9/2002, establece (artículo 108.2) que el sistema pueda desarrollarse mediante la Constitución de una Junta de Compensación, obligatorio cuando no se incorporen la totalidad de los propietarios de la superficie de suelo comprendidos dentro de la unidad de ejecución; por el propietario único, y mediante la constitución de una sociedad mercantil constituida al efecto.
Poco establece la Ley del Suelo de Madrid sobre la regulación de la modalidad de ejecución por compensación, por lo que habrá de estarse básicamente a las determinaciones de la legislación estatal, Reglamento de Gestión Urbanística, de aplicación supletoria, que continúa vigente en todo aquello que no contradiga o se oponga a los preceptos de la nueva ley.

Es una particularidad de dicha comunidad la facultad que se atribuye a la Junta de Compensación de poder ocupar, salvo que fuera urgente, las fincas iniciales de los propietarios no adheridos al sistema, desde el pago o consignación del justiprecio, a los efectos de la realización de las obras de urbanización [artículo 107.3.d)].

* País Vasco
Se rige por la Ley de la Comunidad Autónoma del País Vasco 2/2006, de 30 de junio, (en su redacción actual vigente desde el 1-5-2012) en la que se contemplan como sistemas de actuación el de concertación (que ha venido a sustituir al de compensación) que se incluye dentro de la gestión privada de la urbanización junto con la concesión administrativa y el agente urbanización; el de cooperación y el de expropiación ambos incluidos en los sistemas de ejecución pública. Cabe señalar que se regula igualmente la figura Agente urbanizador.

* Canarias

Se rige por el Decreto Legislativo 1/2000, de 8 de mayo, estando vigente la redacción actual desde el 1 de junio de 2013, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio y de Espacios Naturales de Canarias, prevé dos grandes grupos de sistemas de ejecución: los de ejecución privada (concierto, compensación y ejecución empresarial) y los de ejecución pública (cooperación, expropiación y ejecución forzosa). 
· Galicia

Se regula en la Ley 9/2002 de 30 de diciembre en la que se establecen como sistemas de ejecución del planeamiento, además de los tradicionales de cooperación, compensación y expropiación, los de concierto que podrá utilizarse cuando todos los terrenos del polígono, excepto los de uso y dominio público, en su caso, pertenezcan a un único propietario, o bien cuando todos los propietarios del polígono garanticen solidariamente la actuación y en él asumirá el papel de urbanizador el propietario único, o bien el conjunto de propietarios que garanticen solidariamente la actuación (art.150); y el ce concesión de obra urbanizadora que es un sistema de actuación indirecta en el que el municipio otorga al agente urbanizador o concesionario la realización de las obras de urbanización, procediendo éste a la distribución de los beneficios y cargas correspondientes, obteniendo su retribución en terrenos edificables o en metálico conforme a lo convenido con el municipio y en el que una vez transcurrido el plazo de dos años a contar desde la aprobación definitiva del planeamiento detallado que ordene el polígono, la aplicación efectiva de este sistema podrá acordarse de oficio por el municipio o por iniciativa de cualquier persona aunque no sea propietaria de suelo en el ámbito de actuación (art.161). 

· Asturias
Se regula esta materia en el decreto legislativo 1/2004 de 22 de abril (redacción actual vigente desde el 1 de enero de 2010) en el que se distingue entre la gestión urbanística en suelo urbanizable prioritario que correspondería en primer lugar a los propietarios y en caso de incumplimiento a la AAPP bien mediante gestión directa o mediante la convocatoria de un concurso; y la gestión de la urbanización en suelo urbano no consolidado o urbanizable no prioritario que se desarrolla a través de los sistemas clásicos (cooperación, compensación y expropiación).

· Cantabria
Ley 2/2001 de 25 de junio (redacción actual vigente desde 19-12-2012) de ordenación territorial y régimen urbanístico de Cantabria y en la que se prevén los sistemas clásicos de ejecución además de ejecución por concesión de obra urbanizadora que según el art.168 es un sistema de actuación de base privada en el que la Administración concede a un agente urbanizador la realización de las obras de urbanización, la localización de los terrenos de cesión obligatoria y la distribución de beneficios y cargas entre los propietarios, obteniendo su retribución de éstos conforme a lo convenido con el Ayuntamiento.

 Los propietarios podrán constituir asociaciones colaboradoras con la finalidad de seguir la marcha de la urbanización y colaborar con el concesionario urbanizador. Podrán ser asimismo concesionarios en los términos establecidos en esta Sección.
· Castilla y León
Ley 5/1999de 8 de abril (redacción actual vigente desde 1-3-2012), recoge los sistemas clásicos de ejecución además de la concurrencia y el concierto.
 El sistema de concurrencia podrá utilizarse a iniciativa de cualquier persona física o jurídica que presente un Proyecto de Actuación al Ayuntamiento; en tal caso, el Ayuntamiento deberá convocar un concurso, simultáneo a la información pública, para la selección del urbanizador; o el Ayuntamiento, mediante la elaboración y aprobación inicial de un Proyecto de Actuación y la convocatoria de un concurso, simultáneo a la información pública, para la selección del urbanizador, así como la Administración de la Comunidad Autónoma, cuando se trate de desarrollar las previsiones de los Planes y Proyectos Regionales; en tal caso, la Consejería competente en materia de urbanismo asumirá las competencias municipales en materia de planeamiento y gestión urbanística.

 En el sistema de concurrencia actuará como urbanizador el adjudicatario del concurso de selección citado en el número anterior.

 Los propietarios podrán constituir asociaciones con carácter de entidad urbanística colaboradoras, si bien ello no afectará a sus derechos y obligaciones como tales propietarios.
 En el sistema de concurrencia el Proyecto de Actuación podrá ser elaborado por el Ayuntamiento, la Administración de la Comunidad Autónoma o cualquier persona física o jurídica, y, en su versión inicial, podrán omitirse los contenidos citados en los apartados d), e) y f) del artículo 75.3, que, en tal caso, deberán ser objeto de las proposiciones jurídico-económicas que se deben presentar en el concurso. 
El sistema de concierto podrá utilizarse cuando todos los terrenos de la unidad de actuación, excepto los de Liso y dominio público, en su caso, pertenezcan a un único propietario, o bien cuando todos los propietarios de la unidad garanticen solidariamente la actuación.

 En el sistema de concierto asumirá el papel de urbanizador el propietario único, o bien el conjunto de propietarios que garanticen solidariamente la actuación.
· Andalucía
Se regula en la ley 7/2002 de 17 de diciembre, estando vigente la redacción actual desde 6 de febrero de 2013, y en ella están previstos los sistemas de ejecución clásicos, expropiación, cooperación y compensación, siendo los dos primeros de iniciativa y gestión pública y el último de gestión privada, estableciéndose al mismo tiempo el procedimiento de declaración de incumplimiento de los deberes y obligaciones del sistema de compensación y su sustitución por uno de gestión privada en los arts.109 y 110.
· La Rioja
Ley 5/2006 de 2 de mayo de ordenación del territorio y urbanismo de la rioja (redacción vigente desde 1-1-2012). En ella 
el Artículo 130 establece que las unidades de ejecución se desarrollarán mediante cualesquiera de los siguientes sistemas de actuación: compensación, cooperación, expropiación y agente urbanizador. Este último, que según el art.155 no tiene por qué ser el propietario del suelo, se prevé para suelo urbanizado no consolidado y urbanizable.

· Murcia
Ley 1/2010 de 10 de junio que aprueba el texto refundido de la ley del suelo de Murcia, estando vigente la redacción actual desde el 1-1-2010. Se distingue entre sistemas de iniciativa privada como la concertación bien directa o indirecta y la compensación; y sistemas de iniciativa pública: cooperación, expropiación, concurrencia y ocupación directa. 

 El Sistema de Concurrencia podrá utilizarse a iniciativa del Ayuntamiento, que, cuando existan circunstancias de urgencia, demanda de suelo o manifiesta inactividad de la iniciativa privada, elaborará y aprobará inicialmente un Programa de Actuación y convocará un concurso para la selección del urbanizador, simultáneo a la información pública. En el Sistema de Concurrencia actuará como urbanizador el adjudicatario del concurso de selección citado en el apartado anterior. Los propietarios podrán constituir asociaciones con carácter de entidad urbanística colaboradora, si bien ello no afectará a sus derechos y obligaciones como tales propietarios. (art.186)

Por su parte el art.196 establece que podrán ser objeto de obtención por ocupación directa los terrenos reservados en el planeamiento para sistemas generales, mediante el reconocimiento formal a sus propietarios del derecho al aprovechamiento en la Unidad de Actuación a la que se vinculan. La ocupación directa requiere que esté aprobada la ordenación pormenorizada, tanto de los terrenos a ocupar, con determinación del aprovechamiento que corresponda a sus propietarios, como de la Unidad de Actuación en la que hayan de integrarse.
· Extremadura
Ley 15/2001 de 14 de diciembre, estando vigente la redacción actual desde el 31-3-2011. El art.125 prevé la distinción entre sistemas de gestión directa (expropiación y cooperación) y sistemas de gestión indirecta (compensación y concertación). En el de concertación se establece la figura del agente urbanizador propietario o no.
· Baleares
Baleares es la única CCAA que aún no ha aprobado una ley que regule sistemáticamente todas las competencias que en materia de urbanismo y ordenación territorial la STC de 20-3-1997 atribuyó a las CCAA. Existe un compendio de normas que regulan fragmentariamente algunas de estas competencias como la disciplina urbanística o la ley del suelo rústico. En materia de ejecución por tanto han de aplicarse las normas del Tr ley suelo de 1976 que no hayan sido derogadas y que se aplican supletoriamente a las CCAA. En cualquier caso existe un anteproyecto de ley de ordenación y uso del suelo que se encuentra en fase de exposición pública hasta el 13 de julio.
PARCELACIÓN 
El T.R. de 1976 definía la parcelación urbanística como: "La división del terreno en dos o más lotes cuando uno o varios de ellos hayan d de dar frente a una vía pública o privada existente o en proyecto" (artículo 77); y el T.R. de 1992 decía que: "Se considerara parcelación urbanística la división simultánea o sucesiva de terrenos en dos o más lotes cuando pueda dar ligar a la constitución de un núcleo de población” (artículo 257.1). La parcelación está sujeta a una serie de limitaciones cuya finalidad es evitar que por esta vía se transforme el suelo rústico en urbano y surjan, al margen del planeamiento, núcleos de edificación carentes de los necesarios servicios, como con frecuencia sucedió en tiempos pasados.
Recordemos en cualquier caso, que la parcelación es un concepto meramente urbanístico y por tanto competencia exclusiva de las CCAA. De todos modos se contienen unas previsiones en la TRLS: 
El Texto Refundido de la Ley de Suelo de 20 de junio de 2008, prohíbe realizar parcelaciones urbanísticas de los terrenos en el suelo rural, salvo los que hayan sido incluidos en el ámbito de una actuación de urbanización en la forma que determine la legislación de ordenación territorial y urbanística (artículo 13.2); y dispone igualmente que: "La división o segregación de una finca para dar lugar a dos o más diferentes, sólo es posible si cada una de las resultantes reúne las características exigidas por la legislación aplicable y la ordenación territorial y urbanística" (artículo 17.2).

De estos preceptos se deduce que no son términos idénticos los de parcelación y los de división y segregación. Mas no hay duda de que la parcelación producirá antes o después una división o segregación.

En el suelo urbano para que sea posible llevar a cabo una parcelación urbanística es necesario que exista plan general y en el urbanizable que haya sido aprobado previamente el plan parcial del sector correspondiente (artículo 96.1 del T.R. de 1976).

Sólo el Plan, en consecuencia, puede legitimar la división del terreno en unidades o lotes susceptibles de utilización urbanística y fijar
los módulos en función de los cuales ha de realizarse esa división.
La parcelación requiere la correspondiente licencia administrativa a través de la cual la Administración puede controlar el cumplimiento de las limitaciones que hemos puesto de relieve.

REPARCELACIÓN

I. Concepto

El sistema de cooperación gira en tomo a la idea de la reparcelación. Aunque normalmente se utilice la expresión para referirse al sistema de cooperación, la reparcelación tiene un significado más amplio, sinónimo de equidistribución de beneficios y cargas, de modo que el término, habida cuenta de su contenido equidistributivo, puede en sentido amplio aplicarse también al sistema de compensación, porque en definitiva lo que el proyecto de compensación realiza no es sino la reparcelación de los terrenos.

La reparcelación es la operación mediante la cual se agrupan las fincas comprendidas
as en la unidad de ejecución para su nueva división
ajustada al planeamiento, con adjudicación de las parcelas resultantes a los interesados en proporción a sus respectivos derechos y con el objeto de distribuir justamente los beneficios y cargas de la ordenación urbanística, regularizar la configuración de las fincas y situar su aprovechamiento en zonas aptas para la edificación con arreglo al planeamiento.

II. Expediente de reparcelación

Para realizar la reparcelación es necesario que se siga un expediente técnico -sin perjuicio de la existencia de varios procedimientos abreviados regulados en los artículos 115 a 125 del R.G.U.- del que resultan de interés los siguientes extremos:

1. Iniciación del expediente de reparcelación

El expediente de reparcelación se inicia automáticamente cuando se aprueba definitivamente la delimitación de la unidad de ejecución (polígono o unidad de actuación) (artículo 101 del Reglamento de Gestión Urbanística).

Si el expediente se tramita conjunta y simultáneamente con el plan parcial, plan especial, plan de reforma interior o estudio de detalle, se entenderá que el expediente de reparcelación comienza con el acuerdo de aprobación inicial de los mismos (artículo 101.2 del R.G.U.).

La iniciación del expediente reparcelatorio se publicará en el Boletín Oficial de la Provincia o, en su caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial, en un periódico de los de mayor circulación en la provincia, y se notificará individualmente a todos los interesados.

Iniciado el expediente el Ayuntamiento deberá recabar de oficio, del Registro de la Propiedad correspondiente, certificación de titularidad y cargas de todas fincas incluidas en la unidad de reparcelación (artículo 102 del R.G.U.). El Registrador expedirá la mencionada

certificación al tiempo que extenderá al margen de cada finca nota expresiva del Organismo actuante (en general, el Ayuntamiento correspondiente) y de la fecha de iniciación del expediente de reparcelación.

Para facilitar la tarea de identificación de los titulares y descripción de las fincas, que en un principio será dificultosa porque en los registros municipales no siempre constan los titulares actuales, los propietarios y demás titulares de derechos afectos por la reparcelación están obligados a exhibir sus títulos y declararla situaciones jurídicas que conozcan y afecten a sus fincas (artículo 103 del R.G.U.).

La iniciación del expediente de reparcelación llevará consigo, sin necesidad de declaración expresa, la suspensión del otorgamiento de licencias de parcelación y edificación en el ámbito del polígono o unidad de actuación hasta que sea firme en vía administrativa el acuerdo aprobatorio del proyecto de reparcelación (artículo 104 del R.G.U.).

Elaboración del proyecto de reparcelación

Dentro de los tres meses siguientes a la iniciación del expediente los propietarios que representen las dos terceras partes del número total de propietarios interesados y el 80% de la superficie reparcelable podrán formular un proyecto de reparcelación. Si transcurren dichos tres meses sin hacerlo o si antes de tal plazo los interesados manifestaran su propósito de no formular el proyecto de reparcelación, la Administra​ción actuante acordará que el proyecto sea redactado de oficio (artículos 106 y I07 del R.G.U.).

El Proyecto deberá contener los siguientes documentos: una Memoria; la relación de los propietarios afectados, con expresión de su situación y derechos; la propuesta de adjudicación de fincas de resultado, con expresión del aprovechamiento urbanístico que a cada uno corresponde y designación nominal de los adjudicatarios; la tasación de derechos, edificaciones, etc.; la cuenta de liquidación provisional; y los planos exigidos por la normativa aplicable (artículos 82 a 84 del R.G.U.).

Elaborado el proyecto bien por los interesados o bien por el Ayuntamiento a través de sus técnicos, y previa aprobación inicial por el Alcalde, se someterá a información pública por el plazo de un mes mediante anuncios publicados en el Boletín Oficial de la Provincia, o en su caso, de la Comunidad Autónoma Uniprovincial, en el tablón de anuncios del Ayuntamiento y en un periódico de la provincia de difusión corriente en la localidad (artículo 108.1 del R.G.U.).

Concluido el trámite de información pública, el proyecto, junto con las alegaciones que, en su caso, se hubieren presentado, será informado por los Servicios Técnicos y Jurídicos del Ayuntamiento, en un plazo no superior a un mes (artículo 109.1 del R.G.U.).

Si de los informes emitidos se desprende que el proyecto ha de ser rectificado, se someterá de nuevo a información pública por período de quince días. Ahora bien, si las modificaciones que hayan de introducirse, a la vista de las alegaciones y de los informes antes aludidos, fueren sustanciales, será necesario repetir el trámite de audiencia a los interesados por periodo de un mes (artículo 109, números 2 y 3 del R.G.U.).
Aprobación definitiva del proyecto

Emitidos los informes correspondientes y, en su caso, sometido el expediente de nuevo a exposición pública, se procederá a someter el expediente al Alcalde para que se pronuncie sobre su aprobación definitiva. De acuerdo con lo establecido en el Reglamento de Gestión Urbanística la aprobación definitiva podrá producirse:

-. Pura y simplemente, sin condicionamiento alguno.

-
Con rectificaciones, que deberá expresarse de forma inequívoca y quedarán incorporadas al proyecto reparcelatorio definitivamente aprobado.

Cuando el proyecto se hubiese redactado por particulares, la denegación o la introducción de rectificaciones deberán ser motivadas.

La denegación del proyecto tramitado obligará a la Administración a tramitar otro en un plazo no superior a tres meses (artículo 110, números 2, 3 y 4).

4. Inscripción en el Registro

Viene regulada en el Real Decreto de 4 de julio de 1997, sobre la inscripción en el Registro de la Propiedad de actos de naturaleza urbanística. Su estudio se realiza en los temas de Derecho Hipotecario.

5. Efectos de la aprobación definitiva del proyecto de reparcelación

El primer efecto que produce la aprobación del proyecto de reparcelación es la subrogación, con plena eficacia real, de las antiguas por las nuevas parcelas, siempre que quede claramente establecida la correspondencia entre unas y otras. La subrogación real comporta que las titularidades existentes sobre las antiguas parcelas quedarán referidas, sin solución de continuidad, a las correlativas fincas resultantes adjudicadas en su mismo estado y condiciones, sin perjuicio de la extinción de los derechos y cargas que resulten incompatibles con el planeamiento (artículo 122 del R.G.U.)

Para ello será necesario que en el proyecto de reparcelación se recojan los distintos derechos existentes sobre las fincas y se declare expresamente su subsistencia tras la aprobación de la reparcelación o su extinción por su incompatibilidad con el planeamiento.

Así, serán compatibles con el planeamiento, los derechos de hipoteca existentes sobre las fincas originarias; no lo serán, en cambio, las servidumbres cuando ya no sean necesarias por la apertura de los nuevos viales o espacios libres previstos en el Plan.

En caso de que existan derechos o cargas que hayan de extinguirse por su incompatibilidad con el planeamiento, el acuerdo de reparcelación deberá hacer expresa declaración al respecto y fijar la correspondiente indemnización.

En las fincas en que no opere la subrogación real (por no existir exacta correspondencia entre las fincas originales y las adjudicadas, o en los casos de adjudicaciones en pro indiviso, por ejemplo) los derechos y cargas existentes quedarán extinguidos con el acuerdo de reparcelación.

El segundo efecto es la cesión de derecho al Municipio, en pleno dominio y libre de cargas, de todos los terrenos que sean de cesión obligatoria, según el Plan, para su incorporación al Patrimonio Municipal del Suelo o su afectación a los usos previstos en el mismo (artículo 124.1 del R.G.U.).

Los terrenos que el Plan destine al dominio público municipal quedarán afectados al mismo, sin más trámites (artículo 124.2).

Y el tercer efecto jurídico-real que produce la aprobación definitiva del proyecto de reparcelación es que las fincas resultantes quedarán afectadas, con carácter real, al pago de la cuenta de liquidación incluida en dicho documento que a cada una se le asigne (artículo 126 del R.G.U.).

Reparcelación voluntaria
Cuando los interesados estén de acuerdo en el reparto de los beneficios y cargas, el procedimiento reparcelatorio se simplifica considerablemente. Una vez redactada por los interesados, la propuesta de reparcelación se elevará a escritura pública y se someterá a información pública por periodo de quince días, previo informe de los Servicios municipales correspondientes. Transcurrido el mencionado plazo se procederá a la inscripción de la escritura de reparcelación, a la que se acompañará la certificación del acuerdo de su aprobación (artículo 115.1 y 2 del R.G.U.).

-
Reparcelación simplemente económica
Cuando por las circunstancias de edificación en una actuación urbanística no fuera posible llevar a cabo la reparcelación material de los terrenos de toda o parte de la misma, superior al 50 por 100 de la superficie del polígono o unidad de actuación, la reparcelación se limitará a la redistribución material de los terrenos restantes y a establecer las indemnizaciones sustitutorias que procedan entre los afectados.

ENTIDADES URBANÍSTICAS COLABORADORAS

Son entidades de carácter administrativo dependientes de la Administración actuante dirigidas a la realización material de la urbanización, conservación y desarrollo.

Dispone el R.G.U. que: "Los interesados podrán participar en la gestión urbanística mediante la creación de Entidades urbanísticas colaboradoras. Son Entidades urbanísticas colaboradoras: a) Las Juntas de Compensación; b) Las Asociaciones administrativas de propietarios en el sistema de cooperación; y c) Las Entidades de conservación" (artículo 24, números 1 y 2).

1. La Junta de compensación

Su estudio ya lo hemos hecho al exponer el sistema de compensación. Ahora cabe añadir que constituye una entidad urbanística colaboradora encargada de la ejecución de la urbanización cuando el sistema seguido es el de compensación, implicando una participación directa de los propietarios en la gestión urbanística:

La Junta de compensación tiene naturaleza administrativa, con personalidad jurídica propia y plena capacidad para el cumplimiento de los fines que le son propios. Se trata por tanto de una entidad de Derecho público cuya constitución, como ya hemos dicho, se inscribe en un Registro administrativo, el de Entidades Urbanísticas Colaboradoras, a partir de cuyo momento adquieren personalidad jurídica.

2. La Asociación administrativa de cooperación

Se constituye dentro del sistema de cooperación con la finalidad de colaborar con el órgano actuante en materia de vigilancia de obras, realización de sugerencias a la Administración y recaudación de las cantidades correspondientes a las obligaciones de pago que el sistema imputa a los propietarios.

Forman parte de ella todos los propietarios de bienes que se incorporan a la misma dentro de la unidad de actuación, por su propia iniciativa o de la Administración. Su adscripción es voluntaria, pero no puede existir más de una Asociación por cada área de actuación.

3. Las Entidades urbanísticas de conservación

Las Entidades Urbanísticas de conservación son Entidades colaboradoras de la Administración urbanística actuante, de constitución obligatoria cuando el Plan o una disposición legal atribuyan a los propietarios de un polígono o unidad de actuación el deber de mantener y conservar la urbanización, y que tienen por finalidad precisamente la conservación de las obras de infraestructura urbanística, es decir, la conservación y el mantenimiento de las obras de urbanización, dotaciones e instalaciones de servicios públicos.

Es obvio que las Entidades Urbanísticas Colaboradoras se integran en la gestión urbanística y constituyen uno de los instrumentos de la misma. Su regulación corresponde a la legislación emanada de las respectivas Comunidades Autónomas, ya que conforme a la Sentencia del Tribunal Supremo 61/1997, de 20 de marzo, se atribuye a éstas la competencia en materia urbanística. Debe acudirse, en consecuencia, a la respectiva Ley Autonómica para encontrar el derecho vigente y aplicable.

No obstante, es evidentemente cierto que la legislación autonómica dedica poca o ninguna atención a la materia y pocos son los preceptos contenidos en aquélla. Por otra parte aquellos que se contienen en nada difieren, si acaso en matices o aclaraciones, de los contenidos en el derecho general supletorio. Bien es cierto que son, por ahora, pocos los reglamentos dictados en desarrollo de las leyes urbanísticas autonómicas. Únicamente es de citar el reglamento que desarrolla la Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística de Aragón, más por el número de preceptos que contiene respecto de las Entidades Urbanísticas Colaboradoras que por la originalidad de los mismos y la Orden de 6 de agosto de 1982 del Departamento de Política Territorial y Obras públicas de la Generalitat que aprueba una Instrucción, hoy vigente, reguladora de estas Entidades.
4.-Asociaciones administrativas previstas en la ley 8/2013 para la realización de las actuaciones sobre el medio urbano
        - Tendrán personalidad jurídica propia y naturaleza administrativa, y se regirán por sus estatutos y por lo dispuesto en este art. 16, con independencia de las demás reglas procedimentales específicas que provengan de la legislación de ordenación territorial y urbanística.

        - Dependerán de la Administración urbanística actuante, a quién competerá la aprobación de sus estatutos, a partir de cuyo momento adquirirán la personalidad jurídica.

        - Los acuerdos de estas asociaciones se adoptarán por mayoría simple de cuotas de participación, salvo que en los estatutos o en otras normas se establezca un quórum especial para determinados supuestos. Dichos acuerdos podrán impugnarse en alzada ante la Administración urbanística actuante.

        - La disolución de las asociaciones referidas en este artículo se producirá por el cumplimiento de los fines para los que fueron creadas y requerirá acuerdo de la Administración urbanística actuante, previa constancia del cumplimiento de las obligaciones que queden pendientes.

        - No se especifica la forma de su constitución.
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